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Exp. 1061/2019/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 1061/2019/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	PARTE ACTORA: **********

	AUTORIDADES DEMANDADAS: DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, COMO AUTORIDAD ORDENADORA; Y AL C. **********INSPECTOR ADSCRITO A LA DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN, COMO AUTORIDAD EJECUTORA
 

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., a veinte de febrero de dos mil veinte. 
V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1061/2019/2, promovido por el C. **********, señalando como autoridades demandadas al Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, como autoridad ordenadora; y al C. **********inspector adscrito a la Dirección General de Gobernación, como autoridad ejecutora.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el nueve de octubre del dos mil diecinueve, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, como autoridad ordenadora; y al C. **********inspector adscrito a la Dirección General de Gobernación, como autoridad ejecutora, por los actos que a continuación se precisan:
“a) La resolución de la Orden de Visita e Inspección, Orden de Visita e Inspección, **********, Acta de Inspección Circunstanciada **********. De fecha 25 veinticuatro (SIC) de julio de 2019 dos mil diecinueve, levantada (SIC) emitida por el Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, el C. **********.”

“b) La Orden de Visita e Inspección, Orden de Visita e Inspección, **********, Acta de Inspección Circunstanciada **********, emitida por el Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, el C. **********”

“c) La Visita de Inspección, Orden de Visita e Inspección, **********, Acta de Inspección Circunstanciada **********; levantada por **********, en su carácter de Inspector Adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación.”

II.- Por auto de fecha catorce de octubre de dos mil diecinueve, se admitió la demanda en contra del Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, como autoridad ordenadora; y al C. **********inspector adscrito a la Dirección General de Gobernación, como autoridad ejecutora; motivo por el cual se ordenó que se corriera traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, así mismo se ordenó dar vista al Secretario General de Gobierno del Estado, como superior jerárquico de la diversa autoridad demandada Director General de Gobernación.
Por otra parte se concedió la suspensión solicitada por la parte actora, para el efecto de que no se realizaran a cabo acciones tendientes a su cobro por parte de las autoridades competentes y las cosas se mantuvieran en el estado que guardaban hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio; la cual surtiría sus efectos siempre y cuando fuera garantizado el interés fiscal ante la autoridad exactora.

Por otra parte, y en cuanto a la suspensión solicitada para que fueran retirados del portón de acceso de su inmueble los sellos que se mencionan en su escrito inicial de demanda, y toda vez que de las documentales que el actor exhibió anexas a la misma, no se contaban con los elementos suficientes que permitieran al Magistrado de esta Sala Unitaria determinar lo que en derecho correspondiera, se requirió al Director General de Gobernación del Gobierno del Estado, para que informara si con motivo de la emisión de la Orden de Visita e Inspección ********** y/o Acta de Inspección Circunstanciada ********** y/o de la resolución de fecha 25 veinticuatro (sic) de julio de dos mil nueve, fueron colocados sellos de clausura en la negociación denominada “**********”, ubicado en la calle **********, y además exhibiera copia certificada del Acta de Inspección Circunstanciada **********; apercibida que de no hacerlo se le podría aplicar alguna de las medidas de apremio a que se refiere el artículo 127 del Código Procesal Administrativo para el Estado.       
III.- Por auto de fecha trece de noviembre de dos mil diecinueve, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda, ordenándose que con las copias simples y anexos exhibidos se corriera traslado a la parte Actora, para los efectos legales que en su derecho correspondiera.
Por otra parte, en cuanto a la suspensión solicitada por la parte actora, y en base al requerimiento realizado a la autoridad demandada, se procedió a conceder la suspensión solicitada por la parte actora, por lo que se ordenó el retiro del sello identificado con el número de folio **********, mismo que fue colocado en un refrigerador del establecimiento “**********”, situación que se encontraba condicionada a que la parte actora exhibiera previo al retiro de dicho sello, la licencia para la venta de bebidas alcohólicas de baja graduación exigida por la autoridad demandada en el resolutivo tercero de la resolución relativa a la Orden de Visita e Inspección, ********** y del acta de Inspección Circunstanciada **********.

Así mismo, se requirió al Director General de Gobernación del Gobierno del Estado, para que en el término de tres días remitiera las constancias con las que acreditara que dio cabal cumplimiento a los efectos de la medida cautelar otorgado, o bien informara, si ya se había retirado el sello identificado con el número de folio **********, apercibido que de no hacerlo se le podrían aplicar las medidas de apremio establecidas en el artículo 127 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Finalmente se señalaron las nueve horas del cinco de diciembre del dos mil diecinueve, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.

IV.- Por auto de fecha trece de noviembre de dos mil diecinueve, se tuvo al Director General de Gobernación del Gobierno del Estado, por manifestando que en relación al requerimiento que le fue formulado en el auto de fecha trece de noviembre del año dos mil diecinueve, respeto de la suspensión otorgada a la parte actora, que no está no ha exhibido la licencia para la venta de bebidas alcohólicas de baja graduación (cerveza), respecto de dicha negociación, por lo que una vez que se cumpla con la condición suspensiva, se procedería al cumplimiento de dicho proveido.
Motivo de lo anterior, se ordenó que con una copia simple del escrito anteriormente referido, se diera vista a la parte actora, para que manifestara lo que a su derecho correspondiera.
V.-
En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos el secretario dio cuenta que no fueron formulados por ninguna de las partes, y se citó para su resolución.

VI.- Por auto de fecha ocho de enero de dos mil veinte, se tuvo a la parte actora por no realizando manifestación alguna  en relación a la vista que se le dio respecto de las consideraciones realizadas por el Director General de Gobernación en el Estado, respecto de que el actor no presento la licencia correspondiente para la venta de bebidas alcohólicas, documental requerida como condición para el efecto de que surtiera efectos la suspensión otorgada.

Motivo por el cual no se desprendió que la autoridad demandada diera cumplimiento con la medida cautelar concedida en favor de la parte actora, la cual se otorgó para el efecto de que la autoridad demandada ordenara el retiro del sello identificado con el número **********, el cual fue colocado en un refrigerador del establecimiento “**********”.
Por lo que se requirió al Director General de Gobernación del Gobierno de Estado, para que en el término de tres días, remitiera las constancias con las que acreditara que dio cabal cumplimiento a los efectos de la medida cautelar otorgada a la parte actora. 
VII.- Por auto de fecha veintiocho de enero de dos mil veinte, se tuvo al Director General de Gobernación por manifestando que en relación al requerimiento que le fue formulado en el auto dictado en fecha ocho de enero del dos mil veinte, respecto de la suspensión otorgada a la parte actora, informó que no se ha exhibido la licencia para la venta de bebidas alcohólicas de baja graduación (cerveza), respecto de la negociación “**********”; por lo que una vez que la actora cumpliera dicha condición suspensiva impuesta en el auto de fecha trece de noviembre de dos mil diecinueve, se llevaría a cabo el retiro de sello.

Motivo por el cual, y toda vez que la parte actora no dio cumplimiento con lo señalado en el capítulo de suspensión señalado en el auto de fecha trece de noviembre del dos mil diecinueve, se dejó sin efecto el apercibimiento formulado a la autoridad demandada.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracciones I y V, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo Estatal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, así mismo acreditó su interés jurídico conforme a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo, al obrar en autos los actos impugnados, así como la licencia número **********, a nombre del actor, y respecto del restaurante denominado “**********”, misma que fue expedida por el H. Ayuntamiento de Santa María del Río, S.L.P.”, documentales que obran a fojas de la 09 a la 16, y de la 32 a la 35 del expediente en el que se actúa.

Por su parte, el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, acreditó su personalidad con la copia certificada de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo del Estado la cual obra agregada a foja 44 del expediente en que se actúa, y el C. **********inspector adscrito a dicha Dirección General de Gobernación, con la copia certificada de la credencial vigente, la cual obra agregada a foja 46 de autos. 

Las documentales referidas en supra líneas gozan de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de la Resolución de fecha de la Orden de Visita e Inspección, de la Orden de Visita e Inspección, **********, y del Acta de Inspección Circunstanciada **********.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, de acuerdo a lo que ordenan los artículos 228 y 229, últimos párrafos, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio del agravio que arguye el demandante en contra del acto impugnado.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la empresa actora en su escrito inicial de demanda se localizan a fojas de la 4 a la 7 del expediente en que se actúa, respectivamente, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos.
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En el concepto de impugnación Primero del escrito de demanda, la actora medularmente argumenta lo siguiente:

Que se transgreden en su perjuicio los principios de legalidad y seguridad jurídica tutelados por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ello en virtud de que el documento consistente en la Orden de Visita e Inspección **********, Acta de Inspección Circunstanciada **********, de fecha once de julio de dos mil diecinueve, misma que fue emitida por el Director General de Gobernación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, carece de los requisitos establecidos en las fracciones I y II del artículo 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con lo cual deja en estado de indefensión e incertidumbre a la parte actora, pues no existe una adecuada fundamentación y motivación de la competencia que le corresponde a la autoridad que emite dicha orden, ubicándose en las causales de nulidad establecidas por el artículo 250 fracción I y penúltimo párrafo del citado Código Procesal Administrativo.

Que en el primer párrafo del oficio anteriormente citado, se comunicó a la parte actora que la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Dirección General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en ejercicio de sus facultades, le emplaza para la práctica de la orden de visita, inspección, vigilancia y verificación con el objeto o propósito de comprobar el cumplimiento de sus obligaciones como sujeto en materia de bebidas alcohólicas, establecidas en la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, sin que en dicho párrafo donde se dice actuar en ejercicio de sus facultades se mencionen artículos o fracciones del ordenamiento aplicable al caso concreto de la orden emitida, respecto de la competencia y atribuciones legales o reglamentarias de dicha autoridad demandada.
Que en el segundo párrafo de la orden en comento, se dice a la parte actora, que en seguimiento a lo anterior debe presentar lo necesario para ejercer las facultades de inspección, vigilancia y verificación, previstas en una serie de artículos y fracciones de varios ordenamientos legales, citados de manera general y conjunta; para después autorizar a diversos inspectores, quienes podrán actuar en forma conjunta o separada, en las diligencias correspondientes facultándolos en el penúltimo párrafo para aplicar las medidas de seguridad previstas en el artículo 58 de dicha Ley de Bebidas Alcohólicas.

Que en conclusión de lo analizado no se advierte que en el oficio en mención se precisen artículos, fracciones o incisos del ordenamiento legal aplicable al caso concreto de la orden emitida, para fundar y motivar adecuadamente la competencia y atribuciones legales o reglamentarias, de la Dirección General de Gobernación.
Por último manifiesta que cabe la posibilidad que algún ordenamiento legal de los invocados por la autoridad, no obstante, ello nunca fue puntualizado por la autoridad ahora demandada, lo cual es una obligación ineludible a fin de promover, respetar y proteger y garantizar los derechos humanos del ciudadano en este caso el ahora demandante, como lo exigen los artículos 1, 4 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin que exista la obligación de parte actora para adivinar, investigar o localizar por su cuenta, cuales ordenamientos le otorgaron competencia a la autoridad para gestionar el acto administrativo que se impugna, o bien, cual ordenamiento faculto a los actores para delegar facultades a los inspectora para realizar el acto administrativo.

A juicio de esta Sala Unitaria el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser INFUNDADO, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término se debe de establecer que la parte actora en su concepto de impugnación refiere que el acto impugnado consistente en la Orden de Visita e Inspección **********, de fecha once de julio de dos mil diecinueve, emitido por la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Dirección General del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, misma que obra a foja 9 y 10 del expediente en el que se actúa,  carece de una adecuada fundamentación y motivación de la competencia en cuanto a:

a).- la competencia de la autoridad que la emite;

b).- que no se mencionan artículos o fracciones de la ley  aplicable al caso concreto de la orden emitida, respecto de la competencia y atribuciones legales o reglamentarias de la autoridad demandada;

c).- que  autoriza a diversos inspectores, los cuales podrían actuar en forma conjunta o separada, en las diligencias correspondientes facultándolos en el penúltimo párrafo para aplicar las medidas de seguridad previstas en el artículo 58 de la Ley de Bebidas Alcohólicas.

d).- que no se advierte que se precisen artículos, fracciones o incisos del ordenamiento legal aplicable al caso concreto de la orden emitida, para fundar y motivar adecuadamente la competencia y atribuciones legales o reglamentarias, de la Dirección General de Gobernación; y, 

e).- que de los ordenamientos legales invocados por la autoridad, no fueron puntualizados, lo cual es una obligación ineludible a fin de promover respetar y proteger y garantizar los derechos humanos del ciudadano, sin que exista obligación de la actora para adivinar, investigar o localizar los ordenamientos que le otorgaron competencia a la autoridad para gestionar el acto administrativo, o bien cual ordenamiento faculto a los actores para delegar a los inspectores para realizar el acto administrativo del que se duele.

Precisado lo anterior, se debe de establecer que conforme a lo previsto en los artículos 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento, de ahí que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello.
 

Por tanto, en toda actuación de las autoridades administrativas, debe privilegiarse el derecho fundamental del gobernado a la certeza o seguridad jurídica, lo que significa, que sepa en todo tiempo quién es la autoridad que lo está molestando, lo cual, indefectiblemente, lo sabrá en la medida que ésta se identifique debidamente, aspecto que encuentra su fundamento en el artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión y que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida.
 

En conclusión, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.

Así, se tiene entonces que todo acto de molestia, que se dé a conocer a los particulares, a efecto de que sea legal, debe cumplir entre otros requisitos, con que el mismo sea emitido por autoridad competente y cumpliéndose las formalidades esenciales del procedimiento que le den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente se dictará por quien tenga competencia para ello, expresándose el carácter de la autoridad respectiva que lo suscribe, el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tales facultades, pues de lo contrario se dejaría al gobernado en estado de indefensión, al desconocer el apoyo que faculte a la autoridad al emitir el acto. 

Pues, al desconocer el apoyo que faculta a la autoridad para expedir el acto y el carácter con el que lo hace, resulta evidente que no se le otorgaría al particular la oportunidad de examinar si la actuación de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y si este es o no conforme a la ley o a la Constitución; ello es así, porque tienen el alcance de exigir que todo acto de molestia se emita por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades. 

El Poder Judicial de la Federación, ha establecido criterio firme, en el sentido de que para cumplir con el derecho de fundamentación establecido en el artículo 16 Constitucional, es necesario que la autoridad precise su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la Ley, Reglamento, Decreto o acuerdo que le otorguen la atribución ejercida.

Determinando el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en reiteradas ocasiones, que la fundamentación de la competencia es requisito esencial del acto de autoridad, como se aprecia de la jurisprudencia P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, número 77, Mayo de 1994, página 12, que dice:

Época: Octava Época; Registro: 205463; Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Núm. 77, Mayo de 1994; Materia(s): Común; Tesis: P./J. 10/94; Página: 12 

COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.

Así, el Máximo Tribunal ha ido profundizando en la interpretación y alcance de lo dispuesto en los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con los derechos de legalidad y seguridad jurídica, así como en la obligación a cargo de la autoridad de incluir en los actos administrativos la cita o transcripción de los preceptos que le confieren competencia. 

A ese respecto, se puede citar el criterio sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en relación a que en materia administrativa, para poder considerar un acto de autoridad como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: 

a) Los cuerpos legales y preceptos que se están aplicando al caso concreto, que contengan los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones, párrafos y preceptos aplicables y;

b) Los cuerpos legales y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.

De donde se sigue, que la competencia del órgano administrativo es el conjunto de atribuciones o facultades que le incumbe, las cuales se encuentran establecidas en disposiciones legales que delimitan su campo de acción y generan certeza a los gobernados sobre los órganos del Estado que pueden, válidamente, afectar su esfera jurídica.

Además, que de esta manera, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el citado precepto constitucional, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, atendiendo a los diversos criterios de atribuciones.

Así, para estimar que un acto de autoridad está debidamente fundado, la autoridad administrativa debe invocar adecuadamente su competencia, este deber, en algunos casos, implica transcribir una porción del precepto que prevé tal competencia, cuando se trate de una norma compleja.

El criterio expuesto quedó establecido en la jurisprudencia 115/2005, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, Septiembre de 2005, página 310, que a la letra señala:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio…”

Criterios de referencia que constituyen requisitos sine qua non del acto de imperium, de cuya observancia depende la legalidad del acto que afecte la esfera jurídica del particular.

Esto es así, pues sin los requisitos aludidos, el acto de autoridad se tornaría autoritario e ilegal, situación que se traduce en un estado de indefensión e incertidumbre jurídica al gobernado que lo resiente, pues desconocería si el ente que lo emite, se encuentra o no legalmente facultado para ello, vulnerando inevitablemente el estado de derecho que debe regir su actuación.
En ese sentido, se procede a realizar la digitalización del acto impugnado, consistente Orden de Visita e Inspección **********, de fecha once de julio de dos mil diecinueve, emitido por la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Dirección General del Gobierno del Estado de San Luis Potosí:

DIGITALIZACIÓN
Del documento anteriormente digitalizado, se advierte que el Director General de Gobernación del Estado, para fundar su competencia citó como fundamentos, entre otros, los artículos 13 fracciones XIV, XV y XVI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno; 1º, 5° fracción I y 7° fracciones V y VI, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado; los cuales establecen lo siguiente:

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO

“ARTICULO 13.- Compete a la Dirección General de Gobernación las siguientes atribuciones:

…

XIV.- Hacer cumplir las disposiciones legales en materia de producción, almacenamiento, porteo, distribución venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad;

XV.- Coordinar las acciones con las instancias municipales, estatales y federales a fin de mantener un control sobre los establecimientos expendedores de bebidas alcohólicas;

XVI.- Inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y, en su caso, aplicar las clausuras correspondientes por violaciones a la ley de la materia, para lo cual estará apoyado por los cuerpos de seguridad del Estado;

(…)”

LEY DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

“ARTÍCULO 1º. Las disposiciones de la presente Ley son de orden público e interés social; tiene por objeto regular la venta, distribución, consumo y suministro de bebidas alcohólicas en el Estado; así como prevenir y combatir el abuso en el consumo de éstas, por ser la salud de toda persona, un derecho humano constitucional y convencionalmente reconocido.”

“ARTÍCULO 5º. Son autoridades competentes para la aplicación de esta Ley, conforme a sus atribuciones: 

I. El titular del Poder Ejecutivo del Estado, por sí o través de las secretarías, o dependencias que determine su ley orgánica, y reglamentos;

(…)”
“ARTÍCULO 7º. Corresponde al Ejecutivo del Estado, a través de sus dependencias competentes:

…

V. Llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos señalados en el artículo 10 de esta Ley;

VI. Determinar la clausura temporal o definitiva, así como sancionar y suspender las actividades de los establecimientos que lo ameriten, y la imposición o reimposición de sellos de clausura, mediante el procedimiento que corresponda;

(…)”
Conforme a lo anterior, es válido concluir que en el caso se cumple con la garantía de fundamentación y motivación de la competencia consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación y motivación que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia, es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación.

Situación anterior, que acontece en el presente asunto, en términos de las disposiciones legales invocadas en la orden de visita e inspección, toda vez que se precisan los preceptos en los que se sustentan las facultades del Director General de Gobernación para emitir la orden de visita e inspección, al fundar su competencia, entre otros, en los artículos 13, fracciones XIV y XVI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno; 5°, fracción I y 7°, fracción VI, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, anteriormente transcritos, así como en los artículos 196, 197, 198, 199, 200, 201, 202 y 211 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en los cuales se establece el procedimiento de las visitas de inspección así como el uso de las medidas de seguridad que la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, tiene la facultad para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad, tal como lo es la aplicación de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, donde se prevé, que el titular del Poder Ejecutivo del Estado, por sí o a través precisamente de sus Secretarías o Dependencias, tiene competencia para inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y, en su caso, aplicar las medidas de seguridad por violaciones a la ley de la materia.

En ese tenor, a consideración de esta Sala Juzgadora la orden de visita e inspección, vigilancia y verificación con número **********, se encuentra debidamente fundada y motivada en cuanto a la competencia del Director General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.

En el concepto de impugnación Segundo del escrito de demanda, la actora medularmente argumenta lo siguiente:

Que en la resolución de la Orden de Visita e Inspección **********,  se violan en su perjuicio los artículos 14 y 16 de la Constitución Política Mexicana y sus derechos humanos, toda vez que dicha resolución carece de congruencia y por ende de legalidad, ello en virtud de se menciona que la orden de visita e inspección, se emitió con fecha dieciséis de julio de dos mil diecinueve, y se desahogó cinco días antes con fecha once de julio del dos mil diecinueve, cuestión que resulta contradictoria entre si, y que de resultar cierto, primero se desahogó la vista y cinco días después se emitió la orden que autoriza la visita, por lo que tal situación resulta violatoria de los derechos humanos.

A juicio de esta Sala Unitaria el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser fundado, pero INSUFICIENTE para declarar la ilegalidad de la resolución impugnada, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término, y para un mayor entendimiento, resulta pertinente realizar la transcripción del primer resultando de la resolución de fecha veinticuatro de julio del dos mil diecinueve, misma que se localiza a foja de la 11 a la 15 del expediente en el que se actúa, en la parte en que se duele la parte actora, situación que se realiza de la siguiente manera:

“1.- El día 16 de julio del 2019, el C. **********, en su calidad de Director General de Gobernación, emitió la Orden de Visita e Inspección **********, en la que se indicó la visita de inspección al establecimiento con giro de Antojitos con venta de Cerveza denominado “**********”. En seguimiento a esta instrucción, la diligencia  fue desahogada por el C. **********, en su carácter de Inspector Adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la Dirección General de Gobernación siendo el día 11 de julio del 2019 a las 14 horas con 00 minutos y concluyendo la misma a las 14 horas con 15 minutos del mismo día”

De lo anterior, se advierte que es fundado lo manifestado por la parte actora, ya que de su lectura se manifiesta que el día dieciséis de julio del dos mil diecinueve el Director General de Gobernación emitió la Orden de Visita e Inspección **********, en la que se ordenó la visita de inspección al establecimiento con giro de Antojitos con venta de Cerveza denominado “**********”; y que dicha visita se realizó cinco días antes, es decir el once de julio del dos mil diecinueve.

Sin embargo, dicha situación no le causa perjuicio  a la parte actora, ello en virtud, de que tal y como se desprenden de las constancias que obran en autos, es la propia parte actora la que acompaña la Orden de Visita e Inspección **********, emitida por el Director General de Gobernación, misma que obra a foja 9 y 10 del expediente en el que se actúa, y en la que se desprende que la misma fue emitida el día once de julio del dos mil diecinueve, misma que fue digitalizada con anterioridad; aunado a que dicha orden se hizo consistir en un diverso acto impugnado por la parte actora, esgrimiendo conceptos de impugnación en contra del mismo.
Por lo que, de lo anterior se desprende que si bien es cierto, al momento de que la autoridad demandada emitió su resolución se equivocó en el primer resultando, al señalar de manera incorrecta que la fecha de emisión de la orden de inspección fue el pasado dieciséis de julio del dos mil diecinueve; sin embargo, dicha situación no le causa perjuicio a la parte actora, ello en virtud de que la misma ya tenía conocimiento de que había sido emitida con fecha once de julio del dos mil diecinueve, situación que se afirma al momento de que se hizo consistir en un acto impugnado, acompañándola como prueba a su escrito inicial de demanda, aunado a que se desprende que en su capítulo de antecedentes del escrito inicial de demanda señala lo siguiente:

1.- Con fecha de 11 (once) de julio de 2019 (dos mil diecinueve), se emitió una orden de visita **********, Acta de Inspección Circunstanciada **********, por medio del Director General de Gobernación, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí…”

Motivo por el cual, dicha situación no le provoca perjuicio alguno a la parte actora, al considerar que no se afectan sus derechos, en virtud de que es ella misma la que señala dicho oficio como acto impugnado, reconociendo en su demanda que el mismo fue emitido el pasado once de julio del dos mil diecinueve, tal y como ha quedado demostrado con anterioridad; por lo que en ese sentido, es evidente que no se dan los supuestos de ilegalidad que refiere la parte Actora en su concepto de impugnación, ya que no se afectaron sus defensas, resultando aplicable por analogía, el siguiente criterio jurisprudencial:
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ACTO ADMINISTRATIVO. SU VALIDEZ Y EFICACIA NO SE AFECTAN CON MOTIVO DE "ILEGALIDADES NO INVALIDANTES" QUE NO TRASCIENDEN NI CAUSAN INDEFENSIÓN O AGRAVIO AL PARTICULAR (CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005).

Si la ilegalidad del acto de autoridad no se traduce en un perjuicio que afecte al particular, resulta irrelevante tal vicio, en tanto que se obtuvo el fin deseado, es decir, otorgarle la oportunidad para que ofreciera pruebas y alegara lo que a su derecho conviniere. En consecuencia, es evidente que no se dan los supuestos de ilegalidad a que se refiere el artículo 238, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, si no se afectaron las defensas del particular, por lo que al no satisfacerse las condiciones legales para la eficacia de la ilegalidad en comento, resulta indebido declarar la nulidad, cuando la ratio legis es muy clara en el sentido de preservar y conservar actuaciones de la autoridad administrativa que, aunque ilegales, no generan afectación al particular, pues también debe atenderse y perseguir el beneficio de intereses colectivos, conducentes a asegurar efectos tales como una adecuada y eficiente recaudación fiscal, lo que justifica la prevención, clara e incondicional del legislador, en el sentido de salvaguardar la validez y eficacia de ciertas actuaciones; y es así que el artículo 237 del mismo código y vigencia, desarrolla el principio de presunción de legitimidad y conservación de los actos administrativos, que incluye lo que en la teoría del derecho administrativo se conoce como "ilegalidades no invalidantes", respecto de las cuales no procede declarar su nulidad, sino confirmar la validez del acto administrativo. Luego, es necesario que tales omisiones o vicios afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada y que ocasionen un perjuicio efectivo, porque de lo contrario el concepto de anulación esgrimido sería insuficiente y ocioso para declarar la nulidad de la resolución administrativa impugnada.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Motivo por el cual, y al considerarse el primer concepto de impugnación como infundado, y el segundo como fundado pero insuficiente; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo, se declara la LEGALIDAD de los actos impugnados consistente en: “la Orden de Visita e Inspección **********”, “el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********” así como de la “resolución de fecha veinticuatro de julio del dos mil diecinueve”.

Por último se debe de hacer mención, que no pasa  desapercibido por esta Sala Unitaria, que la parte actora ofrece como medio de prueba en su escrito inicial de demanda, diversa documental consistente en la “licencia para venta de cerveza entre 2 y 6 grados Gay-Lussac”, misma que tiene el número **********, de fecha veinte de agosto de dos mil diecinueve, la cual obra a foja 16 del expediente en el que se actúa; sin embargo la misma es posterior a la fecha en que se realizaron los actos previos a la sanción impuesta, mismos que se hicieron consistir en la Orden de Visita e Inspección ********** de fecha once de julio del dos mil diecinueve, y el  acta de inspección Circunstanciada ********** de fecha veinticuatro de julio del dos mil diecinueve.

Motivo por el cual, es de considerarse que con dicha licencia de funcionamiento no se desvirtúa lo asentado por la autoridad demandada, misma que se hizo consistir, que en la fecha de la orden de visita e inspección de fecha veinticuatro de julio del dos mi diecinueve, la parte actora no contaba con la licencia correspondiente para la venta, distribución, consumo y suministro de bebidas alcohólicas.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD de los actos impugnados consistentes en “la Orden de Visita e Inspección **********”, “el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********” así como de la “resolución de fecha veinticuatro de julio del dos mil diecinueve,**********ello de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
 �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Artículo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”








